
III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, JUSTICIA
Y RELACIONES CON LAS CORTES

21070 Resolución de 25 de mayo de 2026, de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, en el recurso interpuesto contra la nota de calificación 
del registrador de la propiedad de Adeje, por la que se suspende la 
inscripción de una modificación de descripción con cambio de uso de locales 
comerciales a viviendas declarado por antigüedad.

En el recurso interpuesto por don F. J. G. H., en nombre y representación de la 
mercantil «ETC Arquitectura García & Zinny, S.L.», administradora única de «GLI 
Teneryfa 2003, S.L.», contra la nota de calificación del registrador de la Propiedad de 
Adeje, don Perfecto Blanes Pérez, por la que se suspende la inscripción de una 
modificación de descripción con cambio de uso de locales comerciales a viviendas 
declarado por antigüedad.

Hechos

I

Mediante escritura pública de cambio de uso otorgada el día 15 de septiembre 
de 2023 por el notario de Santa Cruz de Tenerife, don Antonio Navarro Pascual de 
Riquelme, con el número 2.443 de protocolo, junto con escritura de ratificación otorgada 
el día 18 de octubre de 2023 ante la notaria de Adeje, doña Alba Aula Méndez, con el 
número 864 de protocolo, la mercantil «GLI Teneryfa 2003, S.L.» titulaba el cambio de 
uso de local comercial a vivienda de las fincas registrales número 46.747, 46.749, 46.751 
y 46.753 de Adeje.

II

Presentada el día 31 de diciembre de 2025 dicha documentación en el Registro de la 
Propiedad de Adeje, fue objeto de la siguiente nota de calificación:

«Examinado el documento arriba referenciado, a la vista de su contenido y de los 
asientos del Registro y de conformidad con los artículos 18 y 19.bis de la Ley 
Hipotecaria, ha sido calificado negativamente por el Registrador que suscribe, por lo que 
se ha suspendido la inscripción del documento por el siguiente defecto que tiene el 
carácter de subsanable:

Hechos:

Se califica escritura de cambio de uso autorizada ante el Notario de Santa Cruz de 
Tenerife, don Antonio Navarro Pascual de Riquelme, el día quince de septiembre de dos 
mil veintitrés, número 2.443 de protocolo, junto con escritura de ratificación otorgada el 
día dieciocho de octubre de dos mil veintitrés, ante la Notario de Adeje, doña Alba Aula 
Méndez, número 864 de protocolo, que se acompaña, presentada en este Registro de la 
Propiedad con el número de Entrada 17.931/2.025, asiento 9.078 del año 2.025, en la 
que la entidad mercantil “GLI Teneryfa 2023, S.L.” cambia el uso (de local comercial a 
vivienda) de las fincas registrales números 46.747, 46.749, 46.751 y 46.753 de Adeje.

Según los datos obrantes en este Registro de la Propiedad, dichas fincas se 
encuentran gravadas con una anotación preventiva de incoación de expediente de 
disciplina urbanística, letra “D”, inscrita el día veintiséis de julio de dos mil veinticuatro, 
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por la realización de obras sin contar con el correspondiente título habilitante que 
legitime su ejecución, consistente en la transformación del uso de cuatro locales 
(números 29, 30, 31 y 32 de División Horizontal, fincas 46.747, 46.749, 49.751 y 46.753 
de Adeje) a uso residencial que incluye la modificación de la fachada, en el Complejo (…
9, solicitada mediante Decreto número PPT/338/2024 de fecha 13 de mayo de 2024, 
seguido bajo el expediente número 21218400V por la Concejalía del Área de Presidencia 
y Planificación Territorial del Ayuntamiento de Adeje.

Por tanto, mientras esté vigente la citada anotación preventiva de incoación de 
expediente de disciplina urbanística en este Registro de la Propiedad, no se podrá 
proceder a la inscripción del Cambio de Uso solicitado en el precedente documento.

Fundamentos de Derecho:

Artículo 18 de la Ley Hipotecaria. Los Registradores calificarán, bajo su 
responsabilidad, la legalidad de las formas extrínsecas de los documentos de toda clase, 
en cuya virtud se solicite la inscripción, así como la capacidad de los otorgantes y la 
validez de los actos dispositivos contenidos en las escrituras públicas, por lo que resulte 
de ellas y de los asientos del Registro.

Artículo 19 de la Ley Hipotecaria. Cuando el Registrador notare alguna falta en el 
titulo conforme al artículo anterior, la manifestará a los que pretendan la inscripción, para 
que, si quieren, recojan el documento y subsanen la falta durante la vigencia del asiento 
de presentación.

Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas 
complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre 
Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística.

Artículo 52. Reglas aplicables a otras construcciones.

Podrán inscribirse por el Registrador de la Propiedad las declaraciones de obra 
nueva (equiparables a Cambio de Uso) correspondientes a edificaciones terminadas en 
las que concurran los siguientes requisitos:

a) Que se pruebe por certificación del Catastro o del Ayuntamiento, por certificación 
técnica o por acta notarial, la terminación de la obra en fecha determinada y su 
descripción coincidente con el título.

b) Que dicha fecha sea anterior al plazo previsto por la legislación aplicable para la 
prescripción de la infracción en que hubiera podido incurrir el edificante.

c) Que no conste del Registro la práctica de anotación preventiva por incoación de 
expediente de disciplina urbanística sobre la finca que haya sido objeto de edificación (o 
de cambio de uso).”

Parte dispositiva.

En virtud de lo expuesto, don Perfecto Blanes Pérez, Registrador titular del Registro 
de la Propiedad de Adeje, acuerdo:

Primero. Suspender la inscripción pretendida en el documento calificado, por las 
causas y en los términos que resultan de la presente nota de calificación.

Segundo. Notificar la presente calificación al presentante y Notario autorizante del 
documento calificado, de conformidad con el artículo 322 de la Ley Hipotecaria.

Contra la presente nota (…)

Adeje El registrador, Este documento ha sido firmado con firma electrónica 
cualificada por Perfecto Blanes Pérez registrador/a titular de Registro de la Propiedad de 
Adeje a día doce de enero del dos mil veintiséis.»
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III

Contra la anterior nota de calificación, don F. J. G. H., en nombre y representación de 
la mercantil «ETC Arquitectura García & Zinny, S.L.», administradora única de «GLI 
Teneryfa 2003, S.L.», interpuso recurso el día 25 de febrero de 2026 mediante escrito 
con base a los siguientes fundamentos de Derecho:

«I. Sobre el defecto señalado.

La suspensión se fundamenta en la existencia de anotación preventiva de incoación 
de expediente de disciplina urbanística (Expediente municipal 2121840 OV), practicada 
con fecha 26 de julio de 2024.

II. Existencia de procedimiento de legalización en tramitación.

hacerse constar expresamente que:

1. Con fecha posterior a la incoación del expediente disciplinario, esta parte ha 
instado formalmente procedimiento de licencia urbanística de legalización ante el 
Ayuntamiento de Adeje, bajo el número de expediente 4072/2024.

2. Dicho procedimiento se encuentra en tramitación activa, habiéndose emitido 
informe técnico municipal y requerimiento de subsanación.

3. No existe resolución firme declarando la ilegalidad insubsanable del uso 
residencial.

4. No se ha dictado orden de reposición firme ni resolución sancionadora definitiva.

La propia Administración está analizando la viabilidad urbanística del cambio de uso 
conforme al Decreto-ley 1/2024, lo que evidencia la posibilidad jurídica de legalización.

III. Naturaleza cautelar de la anotación preventiva.

La anotación preventiva por incoación de expediente de disciplina urbanística tiene 
carácter cautelar y provisional.

No implica:

– Declaración firme de ilegalidad.
– Imposibilidad definitiva de legalización.
– Consolidación de situación contraria al planeamiento.

El artículo 52.c) del Real Decreto 1093/1997 debe interpretarse conforme a su 
finalidad: impedir la inscripción de situaciones consolidadas contrarias a la legalidad 
urbanística.

Sin embargo, cuando existe un procedimiento de legalización en curso y la 
Administración no ha resuelto negativamente, la situación jurídica no puede considerarse 
consolidada ni firme.

IV. Principio de coordinación entre Registro y Administración urbanística.

El principio de coordinación exige que el Registro no anticipe efectos más gravosos 
que los derivados de la propia actuación administrativa.

En el presente caso:

– La Administración no ha declarado la inviabilidad del uso.
– Está tramitando licencia de legalización.
– No existe resolución firme de restablecimiento de la legalidad.

Por tanto, la suspensión indefinida de la inscripción podría resultar desproporcionada 
mientras la Administración está valorando su viabilidad.
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V. Solicitud.

Por todo lo expuesto,

Solicita:

1. Que se tenga por acreditada la existencia del expediente municipal de licencia 
urbanística de legalización n.º 4072/2024.

2. Que se reconsidere la calificación negativa emitida
3. Subsidiariamente, que se mantenga la prórroga del asiento hasta la resolución 

administrativa definitiva.
4. O en su caso, se tenga por anunciado recurso gubernativo conforme a los 

artículos 322 y siguientes de la Ley Hipotecaria.»

IV

El registrador de la Propiedad emitió informe el día 27 de febrero de 2026 ratificando 
su nota de calificación y elevó el expediente a esta Dirección General.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 9.3, 33 y 47 de la Constitución Española; 3, 4, 348 y 349 del 
Código Civil; 18, 326 y 328 de la Ley Hipotecaria; 12, 15 y 28.1 del Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana; 45 del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario; 52 
del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas 
complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre 
Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística; las 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 26 de febrero 
de 1996, 23 de julio de 2004, 22 de abril de 2005 (2.ª), 19 de abril de 2006, 9, 10 (2.ª), 
12, 13, 15 (2.ª), 17, 18, 19 y 22 de diciembre de 2008, 8, 9, 10, 12, 13 y 14 de enero, 2 
de marzo, 25 de mayo, 26 de septiembre y 21 de noviembre de 2009, 9 de enero 
de 2010, 24 de marzo, 12 y 14 de abril, 4 de mayo, 14 de junio y 14 de noviembre 
de 2011, 21 de enero y 16 de febrero de 2012, 5 de agosto, 13 de noviembre y 16 de 
diciembre de 2013, 21 y 23 de abril de 2014, 13 de mayo, 12 de septiembre y 7 y 30 de 
noviembre de 2016, 9 de enero de 2017, 27 de junio de 2018 y 27 de marzo de 2019, y 
las Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 25 de 
mayo y 21 de julio de 2021, 30 de marzo, 2 de junio y 7 de julio de 2022, 1 de marzo, 13 
de abril y 8 de mayo de 2023 y 25 de marzo, 9 de abril y 13 de mayo de 2024.

1. Por la escritura cuya calificación es objeto del presente recurso, titulada como 
«escritura de cambio de uso», se formaliza el cambio de uso de cuatro locales destinado 
a fines comerciales para destinarlo a viviendas en un edificio en régimen de propiedad 
horizontal.

Los otorgantes de la escritura realizan las manifestaciones y aportan los documentos 
siguientes:

– que no obstante la descripción contenida en las escrituras y en la descripción 
registral literaria las referidas fincas han venido siendo usadas como viviendas desde al 
menos el 17 de junio de 2015.

– que se acredita tal uso con certificado emitido por don F. J. G, H., arquitecto 
técnico colegiado de Canarias, expedido el día 13 de septiembre de 2023.

– hace constar el compareciente que no existe prohibición específica en el título 
constitutivo de la propiedad horizontal del edificio en que se integran ni en los estatutos, 
para modificar el uso de local comercial a vivienda, por lo que conforme a la Resolución 
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de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 13 de noviembre de 2013 se 
posibilita el cambio de uso que se formaliza.

El registrador suspende la inscripción solicitada al constar las referidas registrales 
gravadas con una anotación preventiva de incoación de expediente de disciplina 
urbanística, concretamente la letra D practicada el día 23 de julio de 2024, por la 
realización de obras de transformación del uso de cuatro los locales a uso residencial sin 
contar con el correspondiente título habilitante que legitime su ejecución.

El recurrente alega, en síntesis, el carácter cautelar de la anotación preventiva, así 
como el inicio por los mismos de un «procedimiento de licencia urbanística de 
legalización ante el Ayuntamiento de Adeje, bajo el número de expediente 4072/2024», 
expediente que «se encuentra en tramitación activa, habiéndose emitido informe técnico 
municipal y requerimiento de subsanación».

2. Como cuestión previa, debe recordarse que, de conformidad con el artículo 326 
de la Ley Hipotecaria, el recurso debe recaer exclusivamente sobre las cuestiones que 
se relacionen directa e inmediatamente con la calificación del registrador, rechazándose 
cualquier otra pretensión basada en otros motivos o en documentos no presentados en 
tiempo y forma (vid., por todas, las Resoluciones de 27 de julio de 2006, 22 de mayo 
de 2008, 5 de febrero de 2009, 8 y 18 de enero y 23 de diciembre de 2010, 13 de enero 
de 2011, 21 de junio y 28 de agosto de 2013, 7 de septiembre y 1 de octubre de 2015, 21 
de julio de 2017, 6 y 21 de junio y 11 de julio de 2018, 5 de mayo de 2021 y 31 de enero, 
20 de junio y 11 de septiembre de 2023, entre otras muchas). En definitiva, el objeto del 
recurso queda delimitado en el momento de su interposición y resulta constreñido tanto 
por la documentación presentada como por el contenido de la calificación negativa del 
registrador, sin que pueda el recurrente en el escrito de impugnación introducir nuevos 
elementos que no se han hecho constar en el título presentado.

Es continua doctrina de esta Dirección General, basada en el citado precepto legal 
(vid., por todas, Resolución de 13 de octubre de 2014), que el objeto del expediente de 
recurso contra las calificaciones de registradores de la Propiedad es exclusivamente 
determinar si la calificación es o no ajustada a derecho (vid. Sentencia del Tribunal 
Supremo de 22 de mayo de 2000). Y es igualmente doctrina reiterada que el recurso no 
es la vía adecuada para tratar de subsanar los defectos apreciados por el registrador, sin 
perjuicio de que, una vez terminado el procedimiento, pudiera ser presentado de nuevo 
el título, con los documentos subsanatorios o complementarios correspondientes, y así 
obtener una calificación nueva sobre ellos (cfr., por todas, las Resoluciones de esta 
Dirección General de 19 de enero y 13 de octubre de 2015, 21 de julio de 2017, 31 de 
octubre de 2018, 30 de enero de 2019, 2 de junio de 2020 y 7 de julio de 2022, entre 
otras muchas). Por ello, no es misión de este Centro Directivo calificar manifestaciones o 
documentos presentados extemporáneamente, sin que, por tanto, pueda avocar para sí 
una competencia sobre la calificación que recae en el registrador como obligación 
inexcusable e indelegable y en el procedimiento adecuado.

A la vista de esta doctrina, no cabe tener en cuenta el expediente antes referido que 
cita el recurrente junto con el escrito de recurso.

3. En cuanto al fondo del asunto, este Centro Directivo ya se ha pronunciado en 
distintas Resoluciones (vid., por todas, las Resoluciones de 21 de julio de 2021 y la más 
reciente de 9 de abril de abril de 2024) sobre el impacto que tiene la normativa 
urbanística en relación con el cambio de uso de una edificación y su inscripción en el 
Registro de la Propiedad.

Según dicha doctrina, forma parte del derecho del propietario de un terreno la 
facultad de construir y edificar en el mismo siempre que se ejercite «de acuerdo con la 
legislación en materia de ordenación territorial y urbanística aplicable por razón de las 
características y situación del bien» (vid. artículo 12 del Real Decreto Legislativo 7/2015, 
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana).

Esta idea se enfatiza afirmando el carácter estatutario del régimen urbanístico de la 
propiedad del suelo, así como que su uso, disfrute y explotación ha de hacerse 
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«conforme al estado, clasificación, características objetivas y destino que tenga en cada 
momento, de acuerdo con la legislación aplicable por razón de las características y 
situación del bien», por lo que la edificación sólo puede hacerse para «uso o usos 
determinados».

Finalmente se establece en el artículo 15.1 de la misma ley que «el derecho de 
propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y edificaciones comprende, 
con carácter general, cualquiera que sea la situación en que se encuentren, los deberes 
siguientes: a) Dedicarlos a usos que sean compatibles con la ordenación territorial y 
urbanística (…)».

De la regulación legal resulta indubitado que el uso autorizado no es una 
característica accidental de la edificación, sino que forma parte de su estructura, 
integrando el contorno que delimita su contenido.

De ello se sigue que la alteración del uso permitido implica una alteración del 
contenido del derecho de propiedad, de la propiedad misma.

Paralelamente, el denominado aprovechamiento urbanístico, expresión económica 
del derecho de propiedad urbana, viene directamente determinado por parámetros de 
edificabilidad y tipología de uso.

El control administrativo sobre si una edificación concreta y determinada puede ser 
objeto de un uso específico se lleva a cabo con carácter previo mediante la oportuna 
licencia de edificación y determinación de usos y posteriormente con la licencia de 
ocupación (u otro título habilitante) que tiene por objeto la verificación de que la 
edificación autorizada se ha llevado a cabo de acuerdo con, entre otros extremos, los 
usos previstos y aprobados.

La contravención de la normativa urbanística se reprime con la aplicación de las 
previsiones sobre disciplina con las sanciones contempladas al respecto, pudiendo 
derivar, además, en actuaciones de restablecimiento de la legalidad infringida.

4. Desde el punto de vista del Registro de la Propiedad, en la inscripción de una 
edificación debe reflejarse: «(…) si en el proyecto aprobado se especifica, el número de 
viviendas, apartamentos, estudios, despachos, oficinas o cualquier otro elemento que 
sea susceptible de aprovechamiento independiente» (artículo 45 del Real 
Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al 
Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la 
Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística).

De este modo, se refleja en la inscripción correspondiente el conjunto de usos 
específicos, de entre los permitidos, a que está destinado el edificio cuya obra nueva se 
declara. El propio artículo 45 en su inciso inicial aclara que el requisito se aplica tanto a 
los edificios como a las mejoras que de los mismos se haga.

La inscripción se verifica acreditando la concurrencia de los requisitos establecidos 
por la normativa urbanística o bien acreditando por medio de certificado o documento 
hábil que han transcurrido los plazos para el ejercicio de medidas de restablecimiento de 
la legalidad urbanística que impliquen su demolición de conformidad con lo previsto en el 
artículo 28.4 del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana aprobado 
por Real Decreto Legislativo 7/2015.

La correspondencia entre usos autorizados y descripción registral se garantiza, en el 
primer caso, por la aseveración del técnico competente de que la descripción se ajusta al 
proyecto para el que se otorgó la autorización. En el segundo, el documento de respaldo 
se limita a llevar a cabo una descripción que ha de coincidir con la que aparece en el 
título, pero sin que ello implique concordancia alguna con los eventuales usos posibles 
dada la eventual prescripción, o caducidad, de las acciones para restablecer la legalidad 
urbanística.

Verificada la inscripción en el Registro de la Propiedad con unos usos determinados 
cuyo reflejo consta en la forma establecida en el artículo 45 transcrito, cualquier 
modificación que de los mismos se lleve a cabo exige nuevamente la aplicación de la 
norma sobre inscripción en el Registro de obras nuevas (vid. artículo 28.3 de la Ley de 
Suelo).
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Y esto es así porque, aunque no siempre una alteración de la descripción de la obra 
nueva inscrita puede implicar la exigencia de acreditación de los requisitos exigidos por 
la normativa urbanística, es evidente que la alteración del uso de todo o parte del edificio 
inscrito cuando la ley urbanística aplicable exija autorización conduce a dicho supuesto 
en cuanto modificación del objeto del derecho de propiedad.

5. Por los anteriores razonamientos, este Centro Directivo ha afirmado (vid. 
Resoluciones de 5 de agosto y 13 de noviembre de 2013, 21 de abril de 2014, 13 de 
mayo, 12 de septiembre y 30 de noviembre de 2016, 27 de junio de 2018, 27 de marzo 
de 2019, 21 de julio de 2021, 7 de julio de 2022, 6 de febrero de 2023 y 25 de marzo 
de 2024, entre otras), que el cambio de uso de la edificación es equiparable a la 
modificación de la declaración de obra inscrita, como elemento definitorio del objeto del 
derecho, y, por tanto, su régimen de acceso registral se basará en cualquiera de las dos 
vías previstas por el artículo 28 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, con 
independencia del uso urbanístico previsto en planeamiento y el uso efectivo que, de 
hecho, se dé a la edificación.

Justificada la aplicación del régimen registral sobre edificaciones previsto en el 
artículo 28 de la actual Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana a la constatación registral 
del cambio de uso de inmuebles, la inscripción que se practique exigirá la acreditación 
de los distintos requisitos a que se refiere el precepto según que la solicitud se lleve a 
cabo con aportación de la documentación urbanística a que se refiere su apartado 1 o 
con aportación de aquella otra documentación que acredite la improcedencia de adoptar 
medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición, por 
haber transcurrido los plazos de prescripción correspondientes, todo ello tal y como 
previene el apartado 4 del artículo 28 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, en 
relación con el artículo 52 del Reglamento sobre inscripción de actos de naturaleza 
urbanística aprobado por el Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, del que resultan 
cuatro posibles medios: la certificación del Ayuntamiento, la certificación catastral 
descriptiva y gráfica, la certificación de técnico competente y el acta notarial, sin que 
haya una jerarquía entre esos medios (cfr. las Resoluciones de 16 de diciembre de 2013 
y 23 de abril de 2014), siempre que no resulte del registro la práctica de anotación 
preventiva por incoación de expediente de disciplina urbanística, como acaece en el 
presente expediente.

Ciertamente, como señaló la Resolución de esta Dirección General de 21 de julio 
de 2021, el hecho de que la superficie mínima o las condiciones de habitabilidad que han 
de tener las viviendas según la normativa urbanística sea un dato objetivo no impide la 
aplicación de la doctrina expuesta, pues al registrador le corresponde el control de la 
legalidad urbanística, pero solo a través de los mecanismos legalmente previstos, entre 
los cuales no se encuentra el realizar un juicio sobre si una vivienda reúne o no las 
características exigidas por la legislación urbanística para tener la consideración de tal, 
dada su limitada competencia en la materia y el propio régimen de recursos contra la 
calificación, en el que tanto la calificación negativa del registrador como las resoluciones 
de la Dirección General son recurribles ante los órganos del orden jurisdiccional civil -cfr. 
artículo 328 de la Ley Hipotecaria-.

Es al Ayuntamiento al que le corresponde ese concreto control y reaccionar contra la 
infracción urbanística que se hubiere podido cometer, solicitando en su caso que se 
anote en el Registro de la Propiedad el expediente incoado, y quien también estará 
obligado, una vez recibida la notificación por parte del registrador de haber realizado la 
inscripción del cambio de uso, a dictar la resolución necesaria para hacer constar en el 
Registro de la Propiedad, por nota al margen de la inscripción del cambio de uso, la 
concreta situación urbanística de la finca tras dicho cambio, con la delimitación de su 
contenido e indicación expresa de las limitaciones que imponga al propietario, 
incurriendo en responsabilidad en caso de no hacerlo por los perjuicios económicos que 
se produzcan al adquirente de buena fe de la finca -cfr. artículo 28.4 de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana-. A su vez, la resolución administrativa que ponga fin al 
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procedimiento será recurrible ante los juzgados del orden jurisdiccional Contencioso-
administrativo -artículo 64 de esa misma ley-.

Este esquema basado en la norma positiva prevista en el citado artículo 28.4 de la 
Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana ha sido aplicado en la práctica en numerosas 
ocasiones y ha posibilitado que la Administración pudiera tener conocimiento de 
actuaciones clandestinas y reaccionar en consecuencia. Cabe citar, por ejemplo, la 
sentencia de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunidad Valencia de 9 de noviembre de 2023, que ratifica la actuación 
administrativa seguida una vez el registrador de la propiedad comunicó al Ayuntamiento 
la escritura de modificación de trastero a vivienda y aquélla reaccionara dictando 
resolución en la que hace constar la concreta situación urbanística del inmueble y la 
limitación que se impone en cuanto al uso conforme al citado artículo 28.4.

6. En la escritura calificada se formaliza un cambio de uso de unos locales 
comerciales existentes en el edificio para destinarlos a viviendas, y el registrador 
considera que no se han acreditado los requisitos necesarios para su acceso al registro 
de la propiedad por ninguna de las dos vías previstas por el artículo 28 de la Ley de 
Suelo y Rehabilitación Urbana, pues resulta del archivo tabular el inicio de un expediente 
de disciplina urbanística por el desarrollo de las referidas obras sin título administrativo 
habilitante.

7. Tal y como recordó la reciente Resolución de este Centro Directivo de 13 de 
mayo de 2024, el citado artículo 28 dispone en sus dos primeros apartados lo siguiente:

«1. Para autorizar escrituras de declaración de obra nueva en construcción, los 
notarios exigirán, para su testimonio, la aportación del acto de conformidad, aprobación o 
autorización administrativa que requiera la obra según la legislación de ordenación 
territorial y urbanística, así como certificación expedida por técnico competente y 
acreditativa del ajuste de la descripción de la obra al proyecto que haya sido objeto de 
dicho acto administrativo. Tratándose de escrituras de declaración de obra nueva 
terminada, exigirán, además de la certificación expedida por técnico competente 
acreditativa de la finalización de ésta conforme a la descripción del proyecto, los 
documentos que acrediten los siguientes extremos:

a) el cumplimiento de todos los requisitos impuestos por la legislación reguladora 
de la edificación para la entrega de ésta a sus usuarios y

b) el otorgamiento de las autorizaciones administrativas necesarias para garantizar 
que la edificación reúne las condiciones necesarias para su destino al uso previsto en la 
ordenación urbanística aplicable y los requisitos de eficiencia energética tal y como se 
demandan por la normativa vigente, salvo que la legislación urbanística sujetase tales 
actuaciones a un régimen de comunicación previa o declaración responsable, en cuyo 
caso aquellas autorizaciones se sustituirán por los documentos que acrediten que la 
comunicación ha sido realizada y que ha transcurrido el plazo establecido para que 
pueda iniciarse la correspondiente actividad, sin que del Registro de la Propiedad resulte 
la existencia de resolución obstativa alguna.

2. Para practicar las correspondientes inscripciones de las escrituras de declaración 
de obra nueva, los Registradores de la Propiedad exigirán el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el apartado anterior.»

De este modo, la legislación estatal exige dos requisitos distintos entre sí, que deben 
concurrir cumulativamente en la inscripción de una obra nueva y que deben verificar 
tanto el notario al autorizar la escritura como el registrador al practicar la inscripción:

a) el acto expreso de conformidad, aprobación o autorización administrativa; que 
puede ser la usualmente conocida como licencia de obras, o un acto expreso o 
certificación de conformidad municipal referido a una declaración responsable 
urbanística, ya que el citado artículo 28 admite distintos niveles de control administrativo 
de las actuaciones urbanísticas y habrá de estarse a la regulación de cada Comunidad 
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Autónoma. Lo que no puede considerarse como título urbanístico habilitante suficiente es 
la mera declaración responsable que carece de la naturaleza de acto administrativo; y

b) la licencia de uso o primera ocupación, que puede ser sustituida por una 
declaración responsable de ocupación y funcionamiento si así lo admite la legislación 
urbanística aplicable.

Este mismo régimen de duplicidad de requisitos resulta del artículo 11, apartados 3 
y 5, del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

Así, partiendo del marco normativo estatal expuesto, y de las competencias 
constitucionales en materia de registros públicos y urbanismo, dependiendo de la 
Comunidad Autónoma cuya legislación sea aplicable, y del tipo de actuación urbanística 
de que se trate, serán necesaria para su inscripción, cuando ésta proceda, la aportación 
de los siguientes documentos:

– las tradicionales licencias de obras y licencias de primera ocupación.
– licencia de obras y declaración responsable de primera ocupación y 

funcionamiento que, según la legislación autonómica aplicable, podría tener una eficacia 
inmediata por sí misma, o requerir la acreditación de que ha transcurrido el plazo 
establecido para que pueda iniciarse la correspondiente actividad.

– acto expreso de conformidad administrativa respecto de una declaración 
responsable urbanística, y, según establezca la normativa aplicable, declaración 
responsable de primera ocupación o mera comunicación de terminación de la actuación.

Como declaró esta Dirección General en las Resoluciones de 26 de febrero y 18 de 
septiembre de 2018, «(…) se parte de la diferencia entre: el acto de edificación, que 
requiere acto administrativo expreso de autorización o aprobación, y no admite 
declaración responsable; y, las autorizaciones administrativas necesarias para garantizar 
que la edificación ya finalizada reúne las condiciones necesarias para su destino al uso 
previsto en la ordenación urbanística aplicable, que sí permite su sustitución por la 
declaración responsable», si bien la literalidad de este párrafo debe interpretarse a luz de 
las reformas legislativas habidas en los últimos años tendentes a incentivar la utilización 
de las declaraciones responsables en el ámbito urbanístico, especialmente respecto de 
la ejecución de obras destinadas a la implantación de actividades económicas y 
asimilados.

Así, como se ha expuesto anteriormente, el marco normativo estatal posibilita, en 
cuanto al primero de los requisitos, si alguna legislación autonómica lo previera, que 
como título habilitante de la actuación sea suficiente la declaración responsable 
urbanística de cambio de uso, de división de locales o viviendas o de implantación de 
actividades (acto de edificación), complementada con un acto o certificación expreso de 
conformidad municipal, no siendo válida, a efectos de inscripción, la conformidad emitida 
por parte de entidades urbanísticas colaboradoras por su falta de carácter administrativo, 
como señalan también las indicadas resoluciones.

8. La Resolución de este Centro Directivo de 30 de noviembre de 2016 (entre otras 
citadas en los «Vistos» de la presente, como las de 7 de julio de 2022 o 25 de marzo 
de 2024) hace referencia a cuáles de las exigencias a las que se refiere el apartado 1 del 
artículo 28 de la Ley de Suelo son aplicables a los supuestos de cambio de uso como el 
que es objeto de este recurso; y pone de relieve que, verificada la inscripción en el 
Registro de la Propiedad con unos usos determinados cuyo reflejo consta en la forma 
establecida en el artículo 45 del Real Decreto 1093/1997, «cualquier modificación que de 
los mismos se lleve a cabo exige nuevamente la aplicación de la norma sobre inscripción 
en el Registro de obras nuevas (…) Y esto es así porque aunque no siempre una 
alteración de la descripción de la obra nueva inscrita puede implicar la exigencia de 
acreditación de los requisitos exigidos por la normativa urbanística (vid. Resolución de 19 
de febrero de 2005, en contraposición a la de 27 de diciembre de 2010), es evidente que 
la alteración del uso de todo o parte del edificio inscrito cuando la ley urbanística 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 251 Viernes 9 de octubre de 2026 Sec. III.   Pág. 134785

cv
e:

 B
O

E-
A-

20
26

-2
10

70
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w.

bo
e.

es



aplicable exija autorización nos reconduce a dicho supuesto en cuanto modificación del 
derecho de propiedad».

Justificada la aplicación del régimen previsto en el artículo 28 de la Ley de Suelo, 
señala dicha Resolución que: «El control administrativo en relación a si una edificación 
concreta y determinada puede ser objeto de un uso específico se lleva a cabo con 
carácter previo mediante la oportuna licencia de edificación y determinación de usos y 
posteriormente con la licencia de ocupación (u otro título habilitante) que tiene por objeto 
la verificación de que la edificación autorizada se ha llevado de acuerdo a (entre otras 
cosas) los usos previstos y aprobados».

No obstante, según la misma Resolución «no será necesaria la aportación de la 
licencia de obra o modificación, cuyo cumplimiento verifica la licencia de ocupación, 
salvo que la modificación de uso lleve aparejada una obra que suponga una variación 
esencial de la composición general del exterior, la volumetría o del conjunto estructural 
del edificio, sin que la licencia de primera ocupación pueda –cfr. Sentencia del Tribunal 
Supremo de 14 de diciembre de 1998– imponer condiciones o limitaciones no exigidas al 
concederse la licencia de obras (cfr. no obstante, la Resolución de 22 de julio de 2015)». 
Ello es así porque la licencia de ocupación acredita que las obras se han realizado 
conforme al proyecto aprobado y a las condiciones impuestas en la licencia y que la 
edificación está en condiciones de ser utilizada.

Ahora bien, esta doctrina no es aplicable a los supuestos en que no se aporte una 
licencia de ocupación, sino únicamente una declaración responsable de ocupación y 
funcionamiento, que no tiene por sí sola el valor de acreditación administrativa de 
aquella, y sin que tampoco se aporten las preceptivas declaración responsable 
urbanística y certificación de conformidad municipal, por lo que ni se daría cumplimiento 
a las exigencias del número 1, párrafo primero del artículo 28 de la Ley de Suelo, ni 
tampoco quedaría acreditado administrativamente el cumplimiento de lo previsto en la 
letra b) del mismo artículo 28, apartado 1. En conclusión, en tales casos la declaración 
responsable de ocupación no puede suplir al título habilitante para la realización de la 
obra de modificación o cambio de uso, pues su eficacia reside en la existencia de una 
comprobación administrativa previa de la idoneidad de la actuación, siendo necesario 
aportar bien un título habilitante, bien una resolución administrativa de eficacia a 
posteriori de la citada declaración responsable, ya que, según se ha expuesto 
anteriormente, no es posible inscribir una actuación urbanística sujeta a intervención 
municipal sin que se acredite el control administrativo de la misma en alguna de sus 
fases.

A estos efectos debe tenerse en cuenta que la declaración responsable en cuanto 
constituye una manifestación del interesado en la que afirma, bajo su responsabilidad, 
que cumple con los requisitos legales y técnicos establecidos para la realización de una 
actuación urbanística determinada, sólo tiene eficacia para permitir al que la realiza el 
inicio de la actividad de que se trate, sin necesidad de esperar a un control administrativo 
previo o posterior, cuando la legislación aplicable así lo permita para esa concreta 
actividad. Ahora bien, cuando esa actuación urbanística trasciende al interesado a través 
de su acceso al Registro de la Propiedad, pasando a poder afectar a terceros (ej. 
posibles adquirentes del local al que se ha cambiado el uso a vivienda, o de parte de un 
piso que ha sido dividido en varios), los cuales son ajenos a esa declaración responsable 
y a las manifestaciones que en ella se han vertido, la seguridad jurídica del tráfico 
inmobiliario impone la necesidad, a efectos de inscripción registral, de la existencia de 
ese reiterado control administrativo de la misma.

9. En el caso del presente recurso, es indudable que no se cumplen los requisitos 
que el artículo 28.1 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana impone para los cambios 
de uso conforme a la expuesta doctrina fijada por esta Dirección General. Por ello, debe 
determinarse si se han acreditado los requisitos necesarios para el acceso registral del 
cambio de uso por la vía prevista en el artículo 28.4, en relación con el artículo 52 del 
Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, del que -como antes ha quedado expuesto- 
resultan cuatro posibles medios: la certificación del Ayuntamiento, la certificación 
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catastral descriptiva y gráfica, la certificación de técnico competente y el acta notarial, sin 
constar, en cualquier caso, la incoación de un expediente de disciplina urbanística por la 
Administración competente, tal y como acaece en el supuesto fáctico que da lugar al 
presente expediente.

A tal efecto, debe concluirse que la documentación incorporada al presente 
expediente resulta la adopción, tal y como reconoce el propio recurrente en su escrito de 
recurso, de medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que conllevan la 
confirmación de la calificación recurrida.

Por todo lo razonado, esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso y 
confirmar la calificación del registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda 
ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el 
inmueble en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las 
normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de 
la Ley Hipotecaria.

Madrid, 25 de mayo de 2026.–La Directora General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, María Ester Pérez Jerez.
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